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I. Introducción. Normativa aplicable 
El proceso inflacionario de los últimos años ha erosio-

nado, hasta casi su extinción, tanto los depósitos banca-
rios como los créditos de consumo, hipotecarios o pren-
darios. Pero es de esperar que, con una mayor estabilidad 
macroeconómica, en algún momento, vuelva el crédito en 
nuestro país. De allí que sea oportuno repasar la regula-
ción de esta cobertura que es una herramienta valiosa al 
momento de expandir la economía. 

¿Qué normas regulan estos seguros? 
Las normas generales que gobiernan estos contratos: 

Ley de Contrato de Seguro (Nº 17.418) (LS), Ley de Con-
trol de Entidades de Seguros (Nº 20.091), Ley de Protec-
ción de Consumidores y Usuarios (Nº 24.249), y el Códi-
go Civil y Comercial de la Nación. 

Además, existe normativa específica en la materia: la 
Resolución General SSN 35.678/2011(1), reformada por 
RG SSN 298/2018(2); la Comunicación “A” 5928 del 
Banco Central de la República Argentina (BCRA)(3), del 
21/3/2016 y la Resolución General SSN 8/2022(4), en tan-
to se trata de seguros de vida colectivos. En los casos de 
préstamos hipotecarios o prendarios de consumo, es decir, 
cuando el tomador del préstamo lo hace como consumi-
dor final para la adquisición de inmuebles o bienes re-
gistrables para su uso personal o familiar, los seguros de 
vida de saldo deudor son contratos de consumo por ser 
conexos a préstamos de consumo y las normas de pro-
tección al consumidor son aplicables respecto del deudor 
consumidor. 

Nota de Redacción: Sobre el tema ver, además, los siguientes traba-
jos publicados en El Derecho: Contrato de seguro. Aceptación tácita 
de la cobertura, por Gustavo Raúl Meilij, ED, 187-515; El contrato 
de seguro de vida colectivo y las cláusulas limitativas de cobertura, 
por Mariano P. Caia, ED, 236-1093; Reflexiones sobre la regulación 
de los contratos en el proyecto de Código Civil y Comercial. A pro-
pósito de la tríada contractual y en especial el contrato de consumo, 
por María Constanza Garzino - Francisco Junyent Bas, ED, 250-761; 
El riesgo asumido en el contrato de seguro como límite de cobertura 
para el asegurador, por Eduardo González Dominikovic, ED, 251-904; 
Las llamadas “condiciones de cobertura” en el contrato de seguro, 
por Alejandro Kozaczyszyn, ED, 253-1009; Obligación de seguridad 
y factor de garantía (a propósito de la responsabilidad de los estable-
cimientos educativos), por Mariano Gagliardo, ED, 264-354; La regla 
de la previsibilidad contractual en el nuevo Código Civil y Comercial, 
por Eduardo C. Méndez Sierra, ED, 264-849; El derecho del seguro y 
el Código Civil y Comercial de la Nación: comentarios preliminares, 
por Carlos A. Estebenet, EDSE Digital, 10-8-15, agosto 2015; Asunción 
de riesgos: evolución y aplicación de la teoría en el derecho deportivo 
y en el sistema de responsabilidad civil, por Marcelo Oscar Vuotto, 
ED, 265-565; La aplicación del nuevo Código Civil y Comercial en 
el campo de la Responsabilidad Civil y su influencia en el Derecho de 
Seguros, por Mariano P. Caia, cita digital ED-DCCLXXVI-90; Principales 
características de la cobertura colectiva de accidentes personales. El 
problema de las sumas aseguradas devaluadas, por María Fabiana 
Compiani, ED, 289-898; El contrato de seguro colectivo, edad máxima, 
actitud abusiva por parte de las compañías de seguros, por Leticia Pelle 
Delgadillo, ED, 294-910. Todos los artículos citados pueden consultarse 
en www.elderechodigital.com.ar.

(*) Abogado especializado en derecho de seguros. Vicepresidente 
2º de la Asociación Argentina de Derecho de Seguros hasta mayo de 
2024.

(1) BO 4/4/2011. 
(2) BO 27/3/2018.
(3) BO 15/4/2016.
(4) BO 7/1/2022. 

No así a las relaciones entre acreedor y asegurador por-
que el seguro contratado por el acreedor es un seguro de 
daños destinado a la protección del patrimonio del pri-
mero. El acreedor solo es beneficiario del seguro en la 
medida del daño a su patrimonio que le genera el falleci-
miento o la incapacidad total y permanente de su deudor, 
que no es otra medida que el saldo impago a la fecha del 
siniestro.

II. ¿Es obligatoria la contratación de estos seguros 
para los préstamos hipotecarios o prendarios? 
El acreedor o una empresa vinculada, ¿puede 
actuar como agente, corredor o intermediario en 
la contratación de este seguro? 

La Comunicación “A” 5928 del BCRA impone a las 
entidades financieras “contratar un seguro sobre saldo 
deudor con cobertura de fallecimiento e invalidez total 
permanente respecto de aquellas financiaciones otorgadas 
a personas humanas”. Alternativamente, les permiten au-
toasegurar los riesgos derivados del fallecimiento e inva-
lidez total permanente de los usuarios. En ambos casos, la 
cobertura deberá extinguir totalmente el monto adeudado 
en caso de fallecimiento o invalidez total permanente del 
deudor. En todos los casos, el costo de la cobertura está a 
cargo del acreedor –quien lo incluirá en el costo del mu-
tuo y las entidades financieras no podrán percibir del deu-
dor asegurado ningún tipo de cargo o comisión derivada 
del costo del seguro–.

Cuando se trata de acreedores que no son entidades 
financieras reguladas por el BCRA (círculos de ahorro 
previo para la adquisición de automotores, etc.) la contra-
tación es requerida para poder ingresar al plan. El toma-
dor trasladará al asegurado el premio que cobre la asegu-
radora sin ningún gasto o comisión adicional. 

Las aseguradoras y los intermediarios no podrán otor-
gar retribuciones, bajo ningún concepto, en forma directa 
o indirecta, a quienes sean tomadores o beneficiarios del 
seguro, salvo en aquellas pólizas que prevean en su articu-
lado la cláusula de participación en utilidades. 

No podrá actuar como agente institorio ni como pro-
ductor de seguro (o sociedades de ellos) toda persona hu-
mana o jurídica vinculada al acreedor, tomador, beneficia-
rio o asegurador.

A raíz de la norma del BCRA citada, que pone a cargo 
de la entidad financiera el pago íntegro de las primas de 
los seguros, la Superintendencia de Seguros de la Nación 
habilitó la posibilidad de pactar una cláusula de participa-
ción de utilidades (CPU). La CPU no es más que un me-
canismo de devolución parcial de la prima percibida en el 
período anual en caso de que la siniestralidad sea menor 
a la estimada. Como este mecanismo puede llevar a so-
breestimar el precio del seguro, lo que en definitiva recae 
sobre el deudor que pagará mayor tasa sobre el préstamo 
que se le otorga, este mecanismo debe ser utilizado con 
prudencia para evitar abusos. 

III. La estructura del contrato: tomador, 
asegurado, beneficiario. Los riesgos cubiertos

La contratación del seguro de vida de saldo deudor es 
siempre colectiva. El tomador y beneficiario del seguro es 
el acreedor. El deudor –persona humana– es el asegurado. 

Se cubre siempre el riesgo de fallecimiento y de invali-
dez total y permanente del deudor asegurado. En el riesgo 
de invalidez la normativa argentina no admite la exclusión 
de la que sea originada en enfermedad. 

Si la póliza lo contempla, a pedido del deudor asegura-
do, puede incluirse la cobertura de “Pérdida de Ingresos 
por Desempleo Involuntario o Invalidez Total y Tempo-
raria”. 

En el caso de desempleo involuntario: “Se concederá el 
beneficio que acuerda esta cláusula al deudor asegurado 
que, encontrándose bajo relación de dependencia laboral, 
con jornada completa, se encuentre desempleado invo-
luntariamente, siempre que tal estado se hubiese iniciado 
durante la vigencia de su seguro y antes de cumplir la 
edad máxima de permanencia y hubiese continuado inin-
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terrumpidamente como mínimo el período de espera, el 
cual no podrá exceder de sesenta (60) días. Se entiende 
por Desempleo Involuntario, el que no haya sido provo-
cado por acción u omisión, culpa o dolo, negligencia, im-
pericia o inobservancia de las normas del empleador. Se 
prohíbe excluir el desempleo masivo” (art. 1, inc. b, de la 
Resolución General SSN 35.678/2011). 

Claramente de esta cobertura está excluido el distracto 
por renuncia del empleado y también por rescisión del 
contrato por mutuo acuerdo. Por otro lado, está inclui-
do el despido indirecto, esto es cuando el trabajador se 
considera despedido por injuria grave del empleador y 
el despido provocado por el empleador sin expresión de 
causa.

En cuanto al despido con invocación de justa causa, 
para reclamar la prestación del asegurador el trabajador 
asegurado deberá impugnarlo en acción judicial y, de 
acuerdo con las circunstancias del caso, el asegurador 
podrá diferir el pago de su prestación a las resultas del 
juicio. 

Por su parte, en el supuesto de invalidez total tempo-
raria: “Se concederá el beneficio que acuerda esta cláu-
sula al deudor asegurado cuyo estado de invalidez total y 
temporal no le permita desempeñar por cuenta propia su 
actividad o le impida ejercer su profesión u ocupación ha-
bitual en forma independiente, siempre que tal estado se 
hubiese iniciado durante la vigencia del seguro, y antes de 
cumplir la edad máxima de permanencia y hubiera conti-
nuado ininterrumpidamente, como mínimo el período de 
espera, el cual no podrá exceder de sesenta (60) días. Se 
prohíbe excluir la invalidez por enfermedad” (art. 1, inc. 
a, de la Resolución General SSN 35.678/2011). 

Para las coberturas de invalidez total temporaria y 
desempleo involuntario, el beneficio será el equivalente 
a las cuotas periódicas de cancelación de los saldos por 
la deuda comprometida. En el caso particular de tarjetas 
de crédito y descubierto en cuenta corriente el beneficio 
será hasta la concurrencia del saldo adeudado al momento 
del siniestro, el cual se define como el saldo financiado 
a la fecha del siniestro contemplando, como máximo, la 
cantidad de cuotas cubiertas definida en condiciones par-
ticulares. La liquidación de dicho beneficio se realizará en 
la misma cantidad de cuotas y en la misma frecuencia de 
pago que el acordado a la fecha de consumo. 

Para cada año de renovación, se deberá establecer un 
número mínimo de cuotas cubiertas en concepto de be-
neficio, el cual será de 6 meses o el número de cuotas 
mensuales pendientes hasta la cancelación de la deuda, el 
que sea menor. El carácter de este beneficio será recurren-
te y acumulativo, debiendo cubrirse todos los siniestros 
acaecidos dentro de cada período de renovación anual de 
la póliza hasta alcanzar el capital asegurado máximo cu-
bierto. 

Finalmente, “[s]e entiende por recurrente a la posi-
bilidad de reiteración del evento siniestral, dentro de un 
mismo período anual de cobertura. Se entiende por acu-
mulativo a la sumatoria de beneficios de todos los eventos 
siniestrales acaecidos, abonados dentro de un mismo pe-
ríodo anual de cobertura” (art. 6 de la Resolución General 
SSN 35.678/2011). 

IV. Normas y prácticas aplicables respecto  
de la suscripción del riesgo 

El asegurador como requerimiento para aceptar el ries-
go podrá solicitar una declaración jurada de salud o exi-
gir exámenes médicos y de laboratorio (lo que suele ser 
poco habitual, salvo casos de préstamos hipotecarios por 
sumas muy elevadas). En tal caso, el cuestionario a ser 
utilizado deberá haber sido previamente aprobado por la 
Superintendencia de Seguros de la Nación (art. 24 de la 
Ley 20.091). 

Cuando no se contemple alguna modalidad de selec-
ción de riesgos para el otorgamiento de la cobertura, se 
podrá estipular un período de carencia. 

“El período de carencia no podrá exceder de treinta 
(30) días para las coberturas de fallecimiento e invalidez 
total permanente y de sesenta (60) días para las coberturas 
de invalidez total temporaria y desempleo involuntario” 
(art. 3 de la Resolución General SSN 35.678/2011). No 
hay carencia para siniestros causados por accidentes. 

Solo es aceptada la cláusula de enfermedades preexis-
tentes en caso de no requerirse otra modalidad de selec-
ción de riesgos o período de carencia. “Por enfermedad 
preexistente se entiende a toda enfermedad que padeciera 

el asegurado durante los primeros meses de vigencia del 
certificado individual, diagnosticada con anterioridad a su 
incorporación al seguro, y que fuera la causa directa del 
fallecimiento o de la incapacidad total y permanente del 
mismo. Este plazo no podrá exceder de doce (12) me-
ses. En el caso de otorgamiento de préstamos con venci-
mientos menores o iguales al año, el plazo de enfermedad 
preexistente a computar no podrá exceder a la mitad del 
plazo del préstamo” (art. 3 de la Resolución General SSN 
35.678/2011). 

V. La suma asegurada. ¿Qué solución se aplica 
en caso de pluralidad de deudores?

La suma asegurada en caso de fallecimiento o invalidez 
total y permanente del asegurado-deudor será igual al sal-
do pendiente de capital e intereses pendientes de cancela-
ción a la fecha del siniestro. 

La suma asegurada del seguro de vida de saldo deudor 
es decreciente ya que disminuye con los servicios nor-
males de la deuda. Cabe señalar, sin embargo, que la in-
flación permite que, si bien con cada pago disminuye la 
cantidad de cuotas a pagar, las cuotas restantes podrían 
sufrir incrementos nominales. 

En el caso de invalidez total temporaria o desempleo in-
voluntario, la prestación del asegurador consiste en la can-
celación de las cuotas indicadas en la póliza, mientras dure 
la contingencia y hasta el límite indicado en el contrato. 

En caso de pluralidad de deudores debería indicarse 
en el certificado individual de incorporación al seguro co-
lectivo, en qué proporción concurre cada deudor al pago 
de la deuda. Si no hubiere indicación expresa, en caso de 
siniestro, la suma asegurada será dividida en partes igua-
les entre todos los deudores y se cancelará el préstamo en 
forma acorde.

VI. La prima y su pago 
En los seguros contratados obligatoriamente por enti-

dades financieras o autoseguros, el costo del seguro está 
siempre a cargo del tomador-acreedor o acreedor-autoase-
gurado. “El tomador trasladará al asegurado el premio que 
cobre la aseguradora sin ningún gasto o comisión adicio-
nal” (art. 4 de la Resolución 298/2018). 

“Las entidades aseguradoras podrán ofrecer cláusulas 
de participación en las utilidades, reajuste de primas o 
cláusula similar que implique devolución de primas pa-
gadas. Cuando la póliza incluya una cláusula de partici-
pación en utilidades, será responsabilidad exclusiva de la 
entidad aseguradora arbitrar los medios necesarios para 
asegurar que el pago sea recibido por la persona que so-
portó el pago de la prima, sin perjuicio de aquellos casos 
en que el asegurado deje de pertenecer al grupo y se dis-
tribuya entre los restantes asegurados. En ningún caso, el 
asegurador podrá eximirse de responsabilidad alegando 
el pago realizado al tomador para su distribución entre 
los asegurados, en caso de pólizas contributivas, debiendo 
brindar información relativa a la participación en utilida-
des en los certificados individuales” (art. 1º de la Resolu-
ción 298/2018).

VII. Exclusiones admitidas por la ley o incluidas 
en los contratos

Respecto de los riesgos no cubiertos para la cobertura 
de fallecimiento, estos “se limitarán exclusivamente” a: 

a. Suicidio voluntario, dentro de los tres primeros años 
de vigencia de la cobertura. Este plazo se podrá reducir, 
pero no ampliar. El asegurador, en ningún caso, podría 
eximirse del pago alegando culpa grave del asegurado 
porque el artículo 135 de la LS no puede agravarse en 
perjuicio del asegurado (art. 158, LS). Por ello, a pesar de 
que el artículo 5 de la Resolución SSN 35.678 admite que 
la póliza contemple la liberación del asegurador si el ase-
gurado(5) provoca el evento cubierto por culpa grave, ante 
la redacción terminante de la ley, consideramos que esa 
eventual cláusula contractual sería contraria a la ley, y por 
ende, nula, aunque lo admita una norma de menor rango 
como es una resolución. 

Como el art. 135 de la LS puede modificarse en favor 
del asegurado es posible que se acorte el plazo de exclu-
sión de cobertura con motivo de suicidio voluntario.

b. Muerte del asegurado en ocasión de cometer un deli-
to doloso o su tentativa. 

(5) “[O] beneficiario” dice la Resolución, lo cual es absurdo. 
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c. Aplicación legítima de la pena de muerte. Si bien 
la pena de muerte ha sido borrada del Código Penal ar-
gentino e incluso del Código de Justicia Militar, cabría 
la posibilidad de una condena dispuesta por un tribunal 
extranjero por delito cometido fuera del país. 

d. Muerte derivada de hechos de guerra que no com-
prenda a la Nación Argentina; en caso de comprenderla, 
las partes se regirán por las normas que en tal emergencia 
dictaren las autoridades competentes.

VIII. ¿Sobre quién pesa la carga de la denuncia 
del siniestro? 

La carga de denuncia del seguro pesa sobre el toma-
dor-beneficiario, conforme al art. 46 de la Ley 17.418. 
En otras palabras, pesa sobre el acreedor. Los derechoha-
bientes del deudor fallecido pueden y suelen notificar al 
acreedor-contratante-beneficiario de la ocurrencia de los 
siniestros a fin de cesar en el pago de las cuotas y lograr la 
inmediata cancelación del préstamo.

IX. ¿Hay normas específicas para el caso de 
cobertura sucesiva de distintos aseguradores? 

La selección del asegurador es resorte de cada acree-
dor-contratante. “En caso de cambio de compañía ase-
guradora no podrán aplicarse al grupo existente nuevas 
carencias o nuevos plazos para las cláusulas de exclusión 
por enfermedades preexistentes o por suicidio. Asimismo, 
no podrán restringirse coberturas o modificarse condicio-
nes contractuales en perjuicio del asegurado” (art. 9º de la 
Resolución General SSN 35.678/2011).
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